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Hace poco España ha celebrado
dos aniversarios, ambos ocasión
de una orgullosa mirada retros-
pectiva. El 20 de noviembre de
1975 moría Franco después de
36 años de dictadura; dos días
después fue coronado Juan Car-
los. Hace pues 30 años que mu-
rió el régimen y desde entonces el
Reino ha cobrado mucha vida.
(…) Sin embargo, algunos políti-
cos y líderes de opinión se com-
portan en el año 2005 como si
fuera inminente la guerra civil,
igual que en 1936.

El último momento estelar de
la batalla propagandística se cele-
bra este sábado: el PP se mani-
fiesta en la Puerta del Sol. (…)

Oficialmente, el motivo es la
Constitución Española, que la
próxima semana cumplirá 27
años. (…) En realidad, la mani-
festación es contra Rodríguez Za-
patero y sus partidos aliados de
Cataluña (…). Acebes ha declara-
do que ETA está detrás del inten-
to de Cataluña de convertirse en
una “nación”. El PP acusa sin
cesar a Rodríguez Zapatero de
estar negociando con ETA: la or-
ganización terrorista se puede uti-
lizar de forma tan versátil como
la Constitución. (…) Acebes fue
el ministro del Interior que conti-
nuaba atribuyendo a ETA los
atentados del 11-M cuando el res-
to del mundo ya hablaba de Al
Qaeda. Es asombroso con qué
desvergüenza sigue adelante gen-
te como él, inspirado por el ante-
rior primer ministro, Aznar (…).
Los perdedores de las últimas
elecciones, todavía hoy, conside-
ran la victoria electoral de Zapa-
tero un allanamiento de morada
(…).
Peter Burghardt
Múnich, 3 de diciembre
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Escándalo en la costa
LOS GIGANTESCOS planes urbanísticos que se anuncian
en las costas del Mediterráneo y los casos de corrupción
en los equipos de gobierno municipales de Marbella y
Manilva son aldabonazos en el vulnerable sector turísti-
co que revelan el rumbo insostenible de la burbuja inmo-
biliaria española en su variante económica y ambiental.
El escándalo de la ocupación incontrolada de territorio y
la recalificación abusiva de fincas rústicas por urbaniza-
bles ha llegado hasta el Parlamento Europeo con el apo-
yo de miles de extranjeros residentes en nuestro país. El
próximo 15 de diciembre se debatirá en Estrasburgo una
resolución dirigida a la Comunidad Valenciana para que
no se precipite en dar el visto bueno a decenas de planes
urbanísticos sin antes aprobar una nueva ley de ordena-
ción del territorio. El Ejecutivo regional de Murcia, en
contra de sus servicios jurídicos, apoya la ocupación
particular de terrenos ganados al Mar Menor y desclasifi-
ca terrenos protegidos para urbanizarlos. La mayoría de
los ediles de Marbella están imputados de delitos urba-
nísticos, lo que ha obligado a la Junta de Andalucía a
retirarle las competencias. La lista de escándalos por la
ocupación irregular de la costa es interminable.

Las autoridades portuarias presididas ahora por Go-
biernos autónomos pugnan por convertir las dársenas
urbanas en zonas de ocio con pisos de lujo y trasladar el
tráfico marítimo a superpuertos costosísimos y duplica-
dos como los exteriores de A Coruña y Ferrol, que se
construyen contra vientos y mareas sin justificación eco-
nómica y ambiental alguna. La Ley de Costas de 1988,

que supuso un hito en la protección del litoral frente a
estas amenazas al declarar protegidos los 100 metros de
franja costera, parece papel mojado. Para 1993 debería
haberse concluido el deslinde de los casi 8.000 kilóme-
tros de litoral y a día de hoy no se alcanza el 60%.

En el Ministerio de Medio Ambiente proponen mo-
dificar muchos de los planes urbanísticos hoy vigentes
para reducir la edificabilidad y negociar con los propie-
tarios afectados y las comunidades autónomas —com-
petentes en aplicar la ley— la indemnización o compra
de terrenos, como se hizo en Francia. ¿Qué territorio,
qué paisaje se va a legar a las próximas generaciones?
¿A quién se va a apelar cuando una gota fría o fenóme-
nos meteorológicos adversos arrasen las edificaciones
de primera línea de playa? Mientras la opinión pública
se mantenga insensible a las consecuencias devastado-
ras de esta imparable ocupación del territorio, nadie la
frenará. Sólo se podrá parar con la complicidad de la
ciudadanía, como ha ocurrido en Lanzarote o en Me-
norca. En Calvià se inició el esponjamiento urbano con
el derribo consensuado de apartamentos degradados y
la aplicación de una política urbanística sostenible. Pe-
ro la experiencia sentó mal a los promotores y le costó
el puesto a su alcaldesa.

Estadística de muerte
KENNETH LEE Boyd, un ex combatiente de la guerra
de Vietnam ejecutado el viernes en el Estado de Caroli-
na del Norte por el asesinato hace 17 años de su esposa
y su suegro, pasará a la macabra historia de la pena de
muerte como el preso número 1.000 al que se ha aplica-
do la pena capital en Estados Unidos tras su restableci-
miento por el Tribunal Supremo en 1976. El aconteci-
miento tiene un matiz estadístico que, si merece ser
resaltado, es para lamentarlo y darle el grave significa-
do que tiene: la profunda anomalía que supone la
vigencia de la pena de muerte en una sociedad democrá-
tica y civilizada como la norteamericana, convertida
además en punta de lanza de la civilización occidental
tras los atentados terroristas del 11-S de 2001.

Sobre la ilegitimidad e inutilidad de la pena capital
como instrumento penal frente al delito se ha dicho ya
todo, en especial su presunto carácter de acto de justi-
cia, encubridor en realidad de un acto de venganza,
propio más bien de sociedades primitivas, regidas por
la bárbara máxima del ojo por ojo, que de sociedades
evolucionadas y gobernadas por el derecho. Y en cuan-
to a su aplicación en EE UU durante los últimos 29
años, también se han señalado las profundas sombras
que la han acompañado más allá de su carácter cruel y
moralmente equivocado: su empleo arbitrario, los
errores judiciales, así como su evidente sesgo social y
racial, como lo demuestra el hecho de que un número
desproporcionado de los 1.000 ejecutados han sido
personas económicamente desfavorecidas y de color
negro. Sin olvidar que hasta hace poco afectaba tam-
bién a menores de edad y a discapacitados psíquicos.

En todo caso la vigencia de la pena de muerte en
EE UU no ha estado exenta de una creciente, aunque

moderada, movilización social a favor de su abolición.
Hoy el 64% de los norteamericanos siguen mostrándose
favorables, pero hace 10 años su número alcanzaba el
80%. También la presión internacional ha jugado en este
sentido, en concreto los reiterados requerimientos del
Consejo de Europa, en el que EE UU tiene el estatus de
observador, para que al menos establezca una moratoria
sobre las condenas a muerte como ya ha hecho Turquía.

La persistencia de la pena de muerte en EE UU pue-
de servir de coartada para su mantenimiento en Estados
no democráticos. No se comprende que la superpotencia
norteamericana comparta este residuo de barbarie con
Irán, Arabia Saudí o Singapur, donde acaba de ejecutar-
se a un joven australiano por tráfico de drogas, y especial-
mente con China, la nueva potencia emergente y prime-
ra por el número de ejecuciones, que ejecuta en un año
tres veces más que Estados Unidos en 30: 3.400 en 2004,
el 97% de todas en el mundo. El diálogo de civilizaciones
del que tanto se habla podría empezar como exigencia
de abolición de la pena de muerte, para dar lugar a un
compromiso único y universal en el respeto a la vida.

Rajoy frena
DESPUÉS DEL calentón llega el frenazo. El PP llevaba
demasiado tiempo alentando la gresca territorial hasta
alcanzar el delirio de atribuir el Estatuto catalán a los
designios de ETA. Ayer llegó la hora de atemperar y
contener los impulsos, que se escenificó en la concentra-
ción convocada en la Puerta del Sol de Madrid en defen-
sa de la Constitución española, en la que la organiza-
ción consiguió contener las bajas pasiones sembradas
hasta ahora y convertir el acto en un mitin de partido,
disciplinado, militante y acotado estrictamente al guión.

Es obvio que la Constitución española no necesita
que el PP la defienda mediante convocatorias callejeras
que exigen un gran esfuerzo organizativo para evitar
desbordamientos. Independientemente del análisis y de
las críticas que merezca el texto del Estatuto aprobado
por el Parlamento catalán, convocar manifestaciones
callejeras en contra mientras se rechaza su debate en el
Congreso es atizar el fuego de forma irresponsable. To-
do ello suena a una defensa de la Constitución meramen-
te de boquilla y está en desacuerdo en cualquier caso
con su espíritu, que surge y se basa en la capacidad de
diálogo y de consenso entre todas las fuerzas políticas.

El PP lleva movilizando a sus militantes y simpatizan-
tes prácticamente desde que perdió el poder. Ha acudido
a la calle en contra de los matrimonios homosexuales, de
un inexistente diálogo con ETA, del traslado de los pape-
les de Salamanca a Cataluña, de la Ley de Educación o
ayer del Estatuto de Cataluña. Pero los resultados de su
esfuerzo militante son perfectamente descriptibles y debe-
rían llevar a sus dirigentes a reflexionar sobre la eficacia
de una estrategia de la tensión que no se corresponde ni
con la envergadura ni con la responsabilidad del primer
partido de la oposición. Cabe esperar que la moderación
que se percibió en la concentración de ayer sea el primer
paso para el retorno a una normalidad democrática que
nunca debería haber abandonado.
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